El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Sentencia  - Apelación -17 de mayo de 2018

Radicación Nro. :
  
66001-31-03-005-2012-00294-02

Demandante:

María Isleny Soto López / Edwin Alberto Montes Díaz / Alba María López Montoya / Maria Eugenia Soto López /  Wilmar De Jesús Soto López / Ramón Antonio Soto López / Amparo Del Socorro Soto De Contreras / Gloria Inés Soto López / Jhon James Soto López / Lina Marcela Soto López.

Demandado: 

COOMEVA E.P.S  S.A - CLÍNICA LOS ROSALES S.A
Vinculado (s): 



Proceso:


ORDINARIO (Responsabilidad Civil Médica)
Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


ORDINARIO (Responsabilidad Civil Médica) / NO SE PROBÓ MALA PRAXIS NI CULPA / CESÁREA / HISTERECTOMÍA / FÍSTULA / PRUEBA DE LA UNIÓN MARITAL / CONFIRMA -  A la luz de lo dicho, entonces, debe analizarse si se satisfacen los elementos de la responsabilidad. De ellos, concluyó el Juzgado, que el hecho dañoso existió, sin embargo, los facultativos actuaron diligentemente y, por consiguiente, el nexo causal entre el daño y su conducta es inexistente. 

Recuérdese aquí, brevemente, que atribuir culpa indica una valoración subjetiva de una acción o una omisión; en tanto que aludir a la causalidad, es cuestión objetiva, esto es, una relación entre una causa y un efecto y, concretamente, para lo que a la responsabilidad civil se refiere, una relación entre la culpa y el daño. 

Ahora bien, para que se pueda achacar culpa, es menester que se incurra en negligencia, impericia, imprudencia, o en el desconocimiento de reglamentos. Una conducta es imprudente cuando se omite actuar con la diligencia que un determinado acto requiere, es decir, no se toman las previsiones necesarias para evitar una resultado dañoso; habrá impericia, cuando se ejecuta una tarea para la que carece de conocimientos o habilidades, o de la preparación o experiencia suficientes; y será negligente, si se obra descuidadamente y se deja de realizar un procedimiento respecto del cual se cuenta con preparación suficiente. 

Y en la tarea de descubrir si en el caso de autos los médicos que atendieron a la paciente incurrieron en una de estas generantes de culpa, lo primero que salta a la vista, como acertadamente lo destacó el Juzgado, es que en la demanda misma no se alude específicamente a un comportamiento imprudente, imperito o negligente. Lo que allí aflora es una especie de incógnita de los accionantes: “¿…por qué motivo el personal médico asistencial de la Clínica Los Rosales S.A. dejaron (sic) infectar la herida quirúrgica (cesárea) que se le efectuó a MISL para el nacimiento de su hija, infección que trajo como consecuencia la pérdida del útero y sus anexos…?”.  Y luego atribuyen la situación a la fístula que acusó con posterioridad a la histerectomía realizada y la salpingo-oforectomía unilateral, que implicó dejarle una sonda uretral.

Pero, en estricto sentido, no se saca a relucir en qué consistió el error de los médicos que trataron a la paciente en sus diferentes fases. Y eso era apenas normal, porque la prueba recolectada, comenzando por la pericial, y descendiendo a la testimonial, es clara en señalar que ambas situaciones, la infección y la fístula, son riesgos inherentes a las intervenciones que hubo qué hacerle a la paciente, primero la cesárea, y luego, la histerectomía y la salpingo-oforectomía. 

En efecto, el perito en su informe inicial (f. 39 a 47, c. 7), luego de describir las circunstancias del caso y de explicar en qué consiste cada uno de tales procedimientos, expresamente dijo que entre los riesgos de una cesárea para la madre está el de infección; y refirió la puerperal, que se define como una infección bacteriana del tracto genital de la mujer en el puerperio reciente; y la quirúrgica, como el caso del absceso de la pared producido después de la cesárea, que se define como cualquier proceso infeccioso inflamatorio de la herida o de la cavidad operada para drenar el pus, con o sin cultivo positivo. Dicha infección, dijo, puede limitarse a la incisión quirúrgica o involucrar las estructuras adyacentes a la herida, es decir, los otros tejidos que han sido expuestos o manipulados durante la cirugía.

A otras preguntas, explicó que la fístula vesicovaginal posterior a la histerectomía con salpingo-oforectomía unilateral, es un riesgo también inherente al procedimiento efectuado, en razón al proceso séptico abdominal severo que presentaba la paciente.

También respondió afirmativamente que los manejos brindados a la paciente, tales como la administración de antibióticos pos operatorios y médico, son los que recomienda la ciencia médica para el caso de los riesgos por infección posterior a la cesárea; y agregó que la paciente inicialmente fue devuelta a casa temprano, pero a su reingreso, el síndrome infeccioso fue reconocido y tratado adecuadamente; además, que la utilización de antibióticos era la indicada.
(…)
Con esta síntesis de lo que aconteció, sumada a la pericia recibida (f. 39 a 47, c. 7), con su aclaración (f. 67 a 70, c. 7), y a los testimonios técnicos escuchados, resurge el interrogante que plantearon los demandantes de por qué el personal médico permitió que se produjeran la infección y la fístula. Pero, a vuelta de revisar la situación, es claro que no atinaron en su escrito inicial a describir cuál es la conducta o la omisión que se les atribuye para señalar que fue por su culpa que tales afecciones se presentaron. En qué consistió la impericia, la negligencia o la imprudencia en este caso, se ha quedado sin demostración. Por el contrario, la prueba allegada, en conjunto, enseña que a la paciente, desde el momento en que arribó por primera vez a la Clínica Los Rosales, fue atendida con diligencia, se le suministraron los medicamentos pertinentes, se le practicaron los exámenes requeridos, el diagnóstico desde el comienzo fue claro, porque a pesar de que su condición hasta el 15 de mayo era normal, el 16 de ese mes se advirtió la dificultad para la expulsión natural de la criatura, lo que motivó que se programara, pasadas unas pocas horas, la cesárea, que terminó sin complicaciones. 

Ese procedimiento, al decir del perito, era el indicado, dada la evolución que presentó la paciente durante el trabajo de parto; lo mismo indicaron los testigos. 

Y luego, cuando reingresó el 20 de mayo, desde un primer instante se advirtió que acusaba una infección posparto, probablemente una endometritis, o una  miometritis, secuela que, como bien lo señaló el experto, es una de las complicaciones que puede sobrevenir a una cesárea, tanto más si ella estuvo precedida de un expulsivo prolongado, como fue el caso de MISL. Y que esa situación solo se podía corregir mediante la histerectomía y el salpingo-oforectomía, según quedó consignado, porque estaba en juego la vida la paciente. Ahora bien, entre su hora de ingreso y la de la cirugía, transcurrieron menos de tres horas, lo que demuestra el empeño que los médicos pusieron por ponerla a salvo, como en efecto ocurrió.
(…)
El perito concluye, entonces, que la atención dispensada a la paciente fue adecuada. Tan solo dejó una observación acerca de que pudo haberse programado la cesárea con más anticipación, pero al aclarar su dictamen, también señaló que hasta el momento en que la gestante inició trabajo de parto, todo se anunciaba normal y, por tanto, se sugería un parto vaginal y no por cesárea. La cuestión es que, al comenzar esa fase de expulsión, la situación se tornó compleja y ello dio lugar a la intervención por cesárea que se dio en breve tiempo, lo cual trajo consigo la infección que, por ser un riesgo inherente a la misma (f. 41 y 68, c. 7), descarta, por sí sola la culpa que se les atribuye a las demandadas, si, de otro lado, al darle de alta a la paciente todo se advertía dentro de lo corriente. 

Es decir, que aunque es correcto sostener que la infección fue producto de la cesárea, no lo es, sin embargo, sostener que ella fue causada, se repite, por la negligencia, la impericia o la imprudencia de los médicos, y mucho menos porque se hubieran desentendido del cumplimiento de los protocolos propios de la atención que requería la paciente. Sobre ello, el mismo perito afirmó que actuaron dentro de los parámetros que la compleja situación que vivió la demandante se requería. 

En consecuencia, como no se logró probar que el hecho obedeció a la culpa de los galenos, elemento de la endilgada responsabilidad, las pretensiones estaban llamadas al fracaso, porque solo en esa medida se hubiera podido extender la deficiencia a las entidades convocadas. Por tanto, se confirmará el fallo protestado.
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HECHOS:

1. Maria Isleny Soto López, se encontraba afiliada a COOMEVA E.P.S  S.A en calidad de cotizante, para el mes de mayo del año 2008, fue atendida en la CLÍNICA LOS  ROSALES S.A, pues estaba próxima al nacimiento de su hija, este día le realizaron exámenes clínicos que señalaban que su embarazo era normal. 

2. El dia 16 de mayo de 2008 fue atendida en la clínica, lugar donde se le tomaron sus signos vitales y se ordena su hospitalización, para este mismo día la ginecóloga SANDRA LORENA RESTREPO RAMIREZ decide realizar cesárea por prolongación en el parto debido a estrechez de la pelvis.  Al dia siguiente le dieron de alta.
3. El 20 de mayo del mismo año, la paciente sintió fuertes dolores abdominales, acompañados de un sangrado vaginal, fiebre y escalofrío, debido a esto se dirigio a la CLINICA LOS ROSALES, lugar donde fue atendida por un médico general e inmediatamente la dejan hospitalizada, luego el médico especialista en gineco -  obstreticia Dr JOSE WILLIAM LEÓN AVELLANEDA, diagnosticó una sepsis de origen ginecólogico, endometritis post parto y miometritis, decide entonces llevar a cirugía a la paciente para que le realicen una laparatomía, en la cual se encontro una secreción purulenta fetida en la herida quirúrgica y la infección abdominal e intrauterina como resultado de  la cirugía cesárea, por lo tanto fue necesario practicarle a la paciente una ÚTERO – HISTERECTOMÍA  TOTAL y una SALPINGO – OFORECTOMIA UNILATERAL, para de esta manera detener el proceso infeccioso y dejando como consecuencia la pérdida del útero y sus anexos, quedando hospitalizada en la Unidad de Cuidados Intesivos por espacio de 8 dias y en recuperación 20 días.

4. Mientras se encontraba en recuperación de la cirugia realizada, presentó incontinencia urinaria debido a una fístula vesico vaginal ocasionada durante la realización histerectomía   y la salpingo – oforectomia unilateral, por lo que fue necesario colocarle una sonda uretral. 

5. El dia 06 de junio de 2008 el personal médico autoriza la salida de la paciente con sonda vesical con tratamiento y control por consulta externa, el 01 de septiembre del mismo año a la paciente le retiraron la sonda uretral reapareciendo la incontinencia urinaria, para el dia 11 de septiembre la paciente continúo con la incontinencia urinaria y debido a esto se ordenó la realización de cistoscopía para definir la cirugía 

6. El día 07 de moviembre de 2008 en la CLINICA LOS ROSALES S.A, el Dr AUGUSTO FERNANDO MUÑOZ MENDOZA, le practicó a la paciente el cierre de la fístula vesico vaginal, debido a todo este proceso la paciente necesitó someterse a tratamiendo psicológico . 

PRETENSIONES: 


PRIMERO:  Se solicita que se declare a COOMEVA E.P.S S.A y a la CLÍNICA LOS ROSALES S.A, administrativa, solidaria y patrimonialmente responsables de los daños y perjuicios causados a los accionantes con ocasión de la atención médica recibida durante el parto mediante cesárea que culminó con procedimiento de de HISTERECTOMÍA  TOTAL y una SALPINGO – OFORECTOMIA UNILATERAL. 

SEGUNDO:  Que se declaren a COOMEVA E.P.S S.A y a la CLÍNICA LOS ROSALES S.A, administrativa, solidaria y patrimonialmente responsables de los daños y perjuicios causados a los accionantes con ocasión de la atención médica recibida durante el procedimiento de histerectomia que culminó con una fístula vesico vaginal

TERCERO: Que como consecuencia de las declaratorias anteriores, se condene a a COOMEVA E.P.S S.A y a la CLÍNICA LOS ROSALES S.A , a pagar a los accionantes los perjuicios que se detallan a continuación.
RESPUESTA Y EXCEPCIONES:


La CLINICA LOS ROSALES S.A , se pronunció en contra de las pretensiones , aludió a los hechos y propuso las siguientes excepciones:

FALTA DE CULPA, NEXO CAUSAL Y POR ENDE RESPONSABILIDAD  La presencia de infección en el post- quirúrgico de la cesárea y la fístula presentada, hace parte de las complicaciones inherentes e irresistibles de la cesárea y de la histerectomía, no se debe entonces a una mala praxis 
ADECUADA PRACTICA MÉDICA – CUMPLIMIENTO DE LA LEX ARTIS (ley del arte) la lex artis se trata de, una vez emitido el juicio, aplicar adecuada y correctamente por parte del facultativo el tratamineto indicado, se tiene claro entonces, que el acto médico, exige completa y plena aplicación y cumplimiento de esas reglas, por lar razon puedo afirmar que mi representada CLINICA LOS ROSALES S.A  cumplió con ese deber  legal y ético, al autorizar la prestación del servicio de salud en las instituciones y por los profesionales mas idóneos y capacitados, los cuales actuaron conforme a los dictados de la Lex Artis Ad  hoc, en este caso particularmente se materializaron riesgos inherentes a la atencion del parto por cesárea y luego presenta la fístula como risgo inherente a la cirugía que se le realiza a la paciente para salvalrle la vida, estos riesgos o complicaciones son irresistibles e inevitables que de ninguna manera ocurrieron ´pt una condunca negligente de los médicos de la Clinica los Rosales S.A 
FUERZA MAYOR – CASO FORTUITO: En esté caso se presentó un riesgo inherente al trabajo de parto, pero como tal es imposible de prever y de resistir.
FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA: En este caso se trata de un conflicto surgido entre una usuaria del Sistema de Seguridad Social y la entidad  de servicio COOMEVA EPS S.A , en la cual se encuentra afiliada, contrato en el cual son totalmente ajenos el esposo, el hijo, padres y hermano de la demandante, por ende ellos no se encuentran legitimados para reclamar de la EPS indemnización de perjuicio alguno. 

COBRO EXAGERADO DE PERJUICIOS: En relación al DAÑO MORAL deberá probarse por parte de la demandante, los perjuicios no pueden constituirse  en enriquecimiento sin causa para quien los reclama, en relación con el perjuicio material, en cuanto al LUCRO CESANTE: se deberá demostrar la actividad laboral de la demandante, sus ingresos, porcentaje de merma en la capacidad laboral, el tiempo de incapacidad, ára de acuerdo a ello se pueda realizar las respectivas liquidaciones y lo dejado de percibir por merma laboral DAÑO EMERGENTE: los costos que aquí se describen deberam probarse, asi como la relacion causal entre estos y la atención brindada por la Clínica.

CUMPLIMIENTO CONTRACTUAL: La IPS CLINICA LOS ROSALES S.A ha cumplido a cabalidad todas las obligaciones derivadas de la relación contractual.
EXCEPCIÓN GENÉRICA: Reconózcase cualquier otra excepción que se encuentre debidamente probada al momento de la sentencia. 

FALTA DE COMPETENCIA O DE JURISDICCIÓN POR RAMAS: Con base en e régimen de responsabilidad basado en la Ley 100 de 1993, no es compentencia del Juez Laboral, conocer de las demandas originadas en la responsabilidad extracontractual que surgiría entre los demandantes y la EPS

La Dra SANDRA LORENA RESTREPO RAMIREZ, llamada en Garantia se opone a todas las pretensiones formuladas en el llamamiento en garantia y  propone las siguientes excepciones: 

FALTA DE CULPA, DE NEXO CAUSAL Y POR ENDE DE RESPONSABILIDAD: La demandante tendrá que demostrar que el médico incurrió durante la cirugía, en actos culposos generadores del daño que se alega, pues para que la conducta oueda catalogarse colo culposa, debe probarse que existió negligencia, impericia, imprudencia o violación de los reglamentos
ADECUADA PRACTICA: En este caso lastimosamente se materializaron riesgos inherentes a la atención del parto  de la cesárea  y luego se presenta la fístula como riesgo inherente a la cirugía que se le realiza a la paciente para salvarle la vida a la paciente. 
LA OBLIGACIÓN DEL MÉDICO ES DE MEDIOS Y NO DE RESULTADOS , FUERZA MAYOR – CASO FORTUITO, FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA,COBRO EXAGERADO DE PERJUICIOS, EXCEPCIÓN GENÉRICA,  FALTA DE COMPETENCIA O DE JURISDICCIÓN POR RAMAS, PRESCRIPCIÓN, y esta a su vez llama en garantía a la COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS S.A 
Las anteriores excepciones han sido argumentadas de manera idéntica a las excepciones propuestas por la parte demandada CLINICA LOS ROSALES S.A.

SEGUROS DEL ESTADO S.A, quien fue llamado en garantía, se opone a todas las pretensiones solicitadas por la parte actora y propone las siguientes excepciones: INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS, INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL, toda vez que los hechos no cuentan con la prueba o solidez suficiente que establezca una relación de causalidad entre la atención médica suministrada al paciente y todo lo consecuente con ello  y coadyuva las excepciones propuestas por CLINICA LOS ROSALES S.A 
COOMEVA EPS S.A  en calidad de demandada se pronuncia frente a las pretensiones oponiéndose a todas y cada una de ellas de las pretensiones declarativas y de condena, por la carencia de fundamento factico, legal y probatorio.  Esta no está obligada a asumir responsabilidad alguna por los hechos relatados y mucho menos a acudir al pago de indemnización de perjuicios, pues como se ha indicado este suceso ha ocurrido por una complicación inherente al procedimiento practicado. Igualmente se opone a la desproporcionada tasación de perjuicios, se propone las siguientes excepciones: 
TOTAL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES A CARGO DE COOMEVA EPS S.A . DILIGENCIA Y CUIDADO: No puede decirse que existe algún grado de culpa o negligencia por parte de COOMEVA EPS S.A , dado que brindó de manera oportuna y diligente los servicios médicos requeridos por la señora María Isleny Soto López, INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL, como se ha mencionado los padecimientos sufridos por la paciente no fueron consecuencia de la atención médica brindada por COOMEVA EPS S.A , es por ello que le corresponde a la parte demandante probar la existencia del supuesto nexo causal, CAUSA EXTRAÑA: adicional a lo anterior se debe considerar que se actuó con toda diligencia y cuidado propias del caso, lo que sucedió fue causa ajena imprevista e irresistible, dejando sin lugar  cualquier tipo de causalidad jurídica que se le pretenda imputar a la demandada, ACTO MÉDICO ENTENDIDO COMO OBLIGACIÓN DE MEDIO Y NO DE RESULTADO esto significa que se debe emplear todos los recursos disponibles para alcanzar o lograr el resultado exitoso, en este caso persiste la presunción de inocencia en este caso la carga probatoria le corresponde a quien demanda. EXCEPCIONES CONTRA EL MONTO DE LOS PERJUICIOS SOLICITADOS: La cuantía de las pretensiones indemnizatorias en la demanda tiene un exagerado monto INDEBIDA ACUMULACIÓN DE ACCIONES DE RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL Y EXTRACONTRACTUAL  si bien existe un vínculo contractual entre la señora María Isleny Soto López y COOMEVA EPS S.A  y entre esta y la IPS CLINICA LOS ROSALES S.A, pues así se demuestra en alguno de los anexos, ahora la atención se debe fijar en los demás demandantes personas estas con las cuales COOMEVA EPS SA no tiene ningún vínculo contractual razón por la que se debe Tener por no legitimados en la causa por activa a estos demandantes 
SEGUROS GENERALES SURAMERICANA DE SEGUROS S.A  Quien fue llamada en Garantía por la Dra Sandra Lorena Restrepo Ramírez, da respuesta a la demanda principal y al llamamiento en garantía, oponiéndose a todas y cada una de las pretensiones y condenas solicitadas por la parte actora, en razón a que no se ha estructurado una responsabilidad imputable a la Dra Sandra Lorena Restrepo Ramírez, proponiendo de esta manera las siguientes excepciones: 

INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD E INEXISTENCIA DE FALLA O ERROR DE CONDUCTA: Si bien, en la contestación de la demanda por la Dra Sandra Lorena aparece probado que no existe responsabilidad que pueda estructurarse e imputarse a ella, en razón a que no existió negligencia ni imprudencia en los actos y procedimientos médicos realizados, además hay que tenerse en cuenta que la cesárea se practicó porque en el trabajo de parto presentó una desproporción feto-pélvica y los hechos ocurridos fueron generados por los riesgos y complicaciones propios de una cirugía de cesárea. AUSENCIA DE NEXO CAUSAL. IMPOSIBILIDAD DE IMPUTACIÓN no se puede realizar imputación de hecho alguno que pudiera implicar responsabilidad civil en cabeza de la llamante en garantía, toda vez que esta no participó en los controles prenatales, ni post parto, tampoco fue la persona que dio la orden de alta de la paciente, solo realizo el procedimiento de la cesárea y frente a ese no existe ningún reproche o imputación de error AUSENCIA DE ERROR DE DIAGNÓSTICO: Se prestó la atención médica y el tratamiento adecuado conforme a la sistematología presentada por la paciente; DISCRECIONALIDAD CIENTIFÍFICA DE LOS MÉDICOS TRATANTES: Saber si un tratamiento fue mal ordenado, si se hubiere preferido otro o no, si era o no indispensable, si hubo imprudencia al arriesgarla, habilidad o no al ejecutarla, si con otro procedimiento hubiere mejor resultado, son cuestiones científicas debatidas por profesionales de la medicina y que no puede constituir casos de responsabilidad civil. Igualmente propone la excepción de que LA OBLIGACION QUE ASISTE A LOS PROFESINALES DE LA SALUD ES DE  MEDIO MAS NO DE RESULTADO, CAUSA EXTRAÑA O CASO FORTUITO, INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN A INDEMNIZAR, INDEBIDA Y EXAGERADA TASACIÓN DE PERJUICIOS. 
SENTENCIA: 
El Juzgado exonera de cualquier tipo de responsabilidad a quienes conforman la parte demandada; adujó en síntesis; en cuanto al hecho dañoso, el asunto se podría encuadrar en la impericia de los médicos que trataron a la paciente pues de su actuar se dice que dejaron infectar la herida de la paciente,  razón por la cual se debió realizar la cirugía (ÚTERO – HISTERECTOMÍA  TOTAL y una SALPINGO – OFORECTOMIA UNILATERAL)  por lo que emergieron los perjuicios ya mencionados.

Sin embargo no se relata cuál fue la mala praxis de los médicos que dio lugar a dicha infección, así entonces el despacho encontró que no existe evidencia alguna que demuestre, con capacidad de generar responsabilidad, que la infección quirúrgica que sufrió la paciente, hubiese tenido causa inmediata y directa en el descuido o negligencia de los médicos que atendieron a la paciente, las pruebas indican que el personal de salud de la CLINICA LOS ROSALES y la EPS COOMEVA dispusieron todo lo que estaba a su alcance para lograr la recuperación de la salud de su paciente. 

En cuanto a los procedimientos practicados, se tiene que la cesárea fue el procedimiento adecuado tal como lo ordeno la Dra. SANDRA LORENA RESTREPO, de acuerdo a que el expulsivo prolongado llevaba cerca de tres horas, entonces así se determina que por un hecho no atribuible a la profesional que lo realizo, la herida quirúrgica sufre una infección la cual no fue ocasionada por el hecho mismo de la cesárea, sino un riesgo inherente a este procedimiento, como se ha determinado
El  día 17 de mayo se le dio de alta y se fue con todas las condiciones debidas. Se anotó en una nota de enfermería que este mismo día se le realiza curación a la herida y se encuentra limpia y seca y queda cubierta con micropore, así mismo, se toman varias declaraciones entre ellas la  del  Dr Andres Ocampo Duque al cual se le cuestiona cuáles son los riesgos inherentes a la cesárea, declaró que cuando el parto termina vía cesárea la probabilidad de presentar una infección aumenta notablemente, más aun cuando las pacientes son llevadas a cirugía después de tener un trabajo de parto,  como consecuencia a esta infección se tuvo que realizar la ÚTERO – HISTERECTOMÍA  TOTAL y una SALPINGO – OFORECTOMIA UNILATERAL pues se encontraba en riesgo la vida de la paciente y por lo tanto era necesaria tal como lo declara el Dr José William Avellaneda que fue quien la valoró y determinó que se debía realizar este procedimiento con urgencia vital por falla multi-sistémica  pues se comprometen órganos de las personas  (F50 C. historia médica)
Al analizar el tiempo en el que la paciente entra nuevamente a la clínica ese 20 de mayo, con estos síntomas que manifiesta  (11: 55 am) y la hora en que fue realizada la cirugía a las (14:15pm), el despacho observa que hubo gran diligencia del personal médico de la CLINICA LOS ROSALES , se observa también diligencia en el sentido de obtener las autorizaciones médicas, conseguir el quirófano; para el despacho la extracción de estos órganos reproductores  eran necesaria para la paciente pues allí se encontraba el foco de la infección y de acuerdo a las declaraciones de los peritos médicos la solución a esto era retirarlos antes de que esa misma infección pudiese invadir otros órganos , el tratamiento fue adecuado, ahora bien luego de la realización de  la ÚTERO – HISTERECTOMÍA  TOTAL y una SALPINGO – OFORECTOMIA UNILATERAL se presentó una fístula también es inherente a este procedimiento dada la inflamación que desarrollo la infección, y por ello se puede ocasionar el riesgo de esta fístula esto tampoco se puede atribuir a la actuación médica pues estas situaciones se presentan y no se pueden evitar, por lo tanto no hay una relación causal entre el daño y la conducta de los médicos, no se puede indilgar responsabilidad a la parte demandada.
APELACIÓN: 
La apelación fue interpuesta por la parte demandante y se desarrolló en los siguientes reparos, transcrita de manera textual: 
El despacho ha dicho que esta clase de procesos se debe analizar desde el punto de vista de la responsabilidad civil por presunta falla médica y que se debe analizar también desde la responsabilidad civil extracontractual, con fundamento en el Código Civil  artículo 2341, también ha dicho que en este caso se debe probar los elementos de la responsabilidad consistentes en el hecho, el actuar culposo y la relación de causalidad entre los dos elementos mencionados, que para resolver este asunto se debe tener en cuenta que esta obligación es de medio y no es de resultado, y por tanto, el régimen aplicable para este proceso es el de culpa probada; en cuanto al daño señaló que se encuentra probado  en cuanto al actuar culposo pues ha manifestado el despacho que no se encuentra en forma concreta en la demanda como se realizó la infección y que no existe evidencia alguna que demuestre que la infección hubiese tenido causa inmediata y directa en la cesárea; también dice el despacho que la infección es un riesgo inherente a la cesárea y que no se presentó como consecuencia de esta cirugía practicada, razón por las que niega las pretensiones de esta demanda, 
1. Sin embargo debo criticar la sentencia que se ha proferido señalando que María Isleny Soto López y COOMEVA EPS, existe un contrato de prestación de servicio médico, de tal manera que existiendo este contrato, esta parte especifica no se debe resolver por medio de la responsabilidad civil extracontractual contenida en el artículo 2341 del Código Civil, sino que se debe resolver de acuerdo A LA RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL específicamente de María Isleny Soto López, con fundamento en el artículo 1604 del Código Civil y en el artículo 63 de la misma normatividad, al tener en cuenta que la responsabilidad civil que en este caso se ventila respecto de Maria Isleny Soto López es la contractual, pues la obligación no puede ventilarse como de aquellas en las que la obligación simplemente se deba resolver por un régimen de culpa probada, ya la normatividad referida hace referencia expresa a que se debe tener en cuenta otros Elementos, aquí el régimen de responsabilidad si bien es subjetivo, lo cierto es que no se examina con fundamento en la culpa probada, al existir un contrato, el régimen de responsabilidad siendo subjetivo se debe examinar bajo la lupa de la CULPA PRESUNTA por que para este caso las entidades demandadas son las que tienen mejor condición técnica para demostrar una eventual exoneración de responsabilidad en el manejo de la prueba, en la que el demandado para esta clase de asuntos solamente se puede exonerar demostrando la causa extraña en cualquiera de sus formas, de tal manera que no es procedente la prueba de diligencia y cuidado como causal de exoneración, porque la exigencia para esta clase de asuntos es el de la diligencia, si, pero con un resultado, de tal manera que la carga de la prueba específicamente hablando de María Isleny Soto López, estará en cabeza de las entidades demandadas. 
2. Respecto a la RESPONSABILIDAD MÉDICA en el campo de la OBSTETRICIA se debe tener en cuenta que la doctrina se inclina por encontrar UNA OBLIGACIÓN DE RESULTADO en consideración a que se espera que la  actividad médica materno infantil es que se produzca un parto normal, que es precisamente la culminación esperada y satisfactoria de un proceso dispuesto por la naturaleza, en donde la ciencia médica ayude a apoyarlo o a prever y tratar de corregir cualquier disfuncionalidad que obstaculice su desarrollo normal o ponga en riesgo a la madre o a la criatura, pero que no solamente examina de manera principal el embarazo aunque esa es la parte principal, el embarazo y el parto, sino que también está encargada de los fenómenos posteriores al alumbramiento hasta la involución completa del útero, cosa que precisamente aquí ha ocurrido diciéndose entonces que si es responsabilidad de las entidades demandadas, no solamente vigilar por que haya ocurrido de manera adecuada el alumbramiento o el parto, sino también todo el fenómeno que se presenta posterior a dicho alumbramiento, ahora ha dicho el despacho y es posible que este servidor no lo haya entendido de manera adecuada, pero dentro de lo que he entendido, ha dicho el despacho que la historia clínica a Folio 36 señala que la paciente llegó con dolor abdominal, fiebre, sangrado vaginal fétido y ha afirmado el despacho que la infección ocurrió en el sitio operatorio como consecuencia de la cesárea, lo que señala indudablemente el actuar culposo de las entidades demandadas, si eso es así, si eso es lo que ha que querido decir el despacho no entiende entonces este servidor como es que la sentencia señala que no existe un actuar inadecuado por parte de las entidades demandadas, ahora, en la sentencia que ha dicho el d ha dicho que no se evidencia que la infección hubiese tenido causa inmediata y directa en la cesárea, sin embargo, el dictamen al que se ha hecho referencia en este proceso que ha sido proferido por la entidad FECOLSOG señala que en la revisión de la historia clínica no se evidencia otro factor causal que se relacione con el cuadro de la endometritis que presentó la paciente de tal manera que si existe evidencia que demuestra que el mencionado cuadro de endometritis  tuvo como causa inmediata y directa  la cesárea realizada a la paciente María Isleny Soto López, configurándose el actuar que se reprocha al personal médico que atendió a la paciente. 
Solicita así entonces que se revoque la sentencia proferida y que en su lugar se concedan las pretensiones de la demanda. 

CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no hay causales de nulidad que hagan decaer lo actuado. 

2. Es preciso señalar, en primer término, y para ir decantando lo que es objeto de réplica, que la demanda fue presentada ante la especialidad laboral, a la sazón competente, lo que justifica que se omitiera calificar la responsabilidad como contractual o extracontractual. Es claro, sin embargo, que, para el caso, es del primer orden en lo que a María Isleny se refiere, por ser la afiliada al sistema, en tanto que para los demás, el del segundo tipo, por tratarse de potenciales víctimas de rebote, con quienes ningún contrato mediaba frente a las demandadas. Así lo tiene explicado esta Colegiatura, como puede verse, para citar solo un ejemplo, en la sentencia del 11 de diciembre de 2017, radicado 2011-00333-01, M.P. Arcila Ríos. 
A partir de allí, se advierte que las partes están legitimadas. María Isleny Soto López, como víctima directa y, se repite, como afiliada; Alba María López Montoya, madre, María Eugenia, Wilmar de Jesús, Ramón Antonio, Amparo del Socorro, Gloria Inés Soto López, hermanos, y Jhon James y Lina Marcela Soto López, sobrinos de María Isleny, según consta en los documentos de folios 47 a 54 del cuaderno principal. 
Ahora, en cuanto a Edwin Alberto Montes Díaz, quien acude en su condición de compañero permanente, también por la vía extracontractual, trajo como prueba las declaraciones extraprocesales vertidas por Fredy Manuel Terregroza Galán y Edwin de Jesús González Ensuncho (f. 55, c. 1), que dicen que ha vivido en unión libre con Maria Isleny Soto López, por espacio de diez años. A propósito de esto, se recuerda Tal prueba se aportó en vigencia del Código de Procedimiento Civil, cuyo artículo 298, modificado por el art. 12 de la Ley 1395 de 2010, se ocupaba de los testimonios para fines judiciales, complementado por el artículo 299; también regía el artículo 113 de la misma Ley 1395, del cual se mantuvo por la Corte Constitucional la facultad a los notarios de recibir testimonios extraprocesales con fines judiciales, pues lo demás fue declarado inexequible, mediante sentencia C-863 de 2012, norma de la cual se infiere que los requisitos que había señalado el Decreto 2282 de 1989 acerca de las declaraciones para fines judiciales ante notarios, quedaron sin sustento. Sin embargo, su práctica quedó sometida a las reglas del Código General del Proceso, dado que hubo el tránsito de legislación de que trata el literal a) de la regla 1ª del artículo 625 de ese estatuto. 

En esa medida, se tiene que solo podrán ratificarse en un proceso las declaraciones de testigos cuando se hayan rendido en otro o en forma anticipada sin citación o intervención de la persona contra quien se aduzcan, siempre que esta lo solicite (art. 222). Para el caso, Suramericana de Seguros S.A., llamada en garantía, fue la única entidad que, por pasiva, pidió esa ratificación (f. 873, c. 1), lo que implicaba, en principio, que era menester citar a aquellos deponentes para ser oídos en sus versiones dentro del proceso. 

A pesar de ello, cuando el funcionario de turno decretó las pruebas (f. 1022, c. 1), nada dispuso sobre el particular; el apoderado de la entidad ningún reparo le hizo a tal providencia, es decir, que él mismo, desdeñó su requerimiento de ratificación, con lo cual, entiende esta Sala, los testimonios pueden ser valorados, para dar por sentada la unión marital que legitima a este demandante. 

Aunque a la luz de las normas de procedimiento anteriores, hace suyas la Sala, algunas reflexiones sobre este aspecto, que en reiteradas ocasiones hizo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que se invocan como criterio auxiliar; por ejemplo, las sentencias SL1188-2015, del 11 de febrero de 2015, con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, y 37517, del 29 de mayo de 2012, con ponencia del Magistrado Camilo Tarquino Gallego. Allí en uno de los apartes se señala con precisión que “…en cuanto a la ausencia de ratificación a que alude la censura en el tercer cargo, que pudiera asumirse como que la expresa petición de la demandada hacía indispensable la ratificación de lo manifestado por los declarantes ante el Notario, cabe decir que, ante la falta de pronunciamiento por parte del juez instructor sobre ello y el decreto de los testimonios, la parte interesada  no solicitó la adición del auto que abrió a pruebas el proceso, ni interpuso recurso alguno y, además, guardó silencio durante todo el trámite, actitud que le acarrea el mismo efecto de no haber elevado la solicitud, dado que no puede ser otra la consecuencia del incumplimiento de una carga procesal como la que impone el artículo 277 del Código de Procedimiento Civil, a la parte que pidió la prueba.”

Y por pasiva, las sociedades Clínica Los Rosales S.A. donde fue atendida la paciente y Coomeva EPS S.A., entidad a la que ella está afiliada en el sistema de salud; así emerge de la historia clínica allegada y de las respuestas a la demanda, en las que se aceptaron esos hechos (f. 251 y 742, c. 1, en su orden). 

3. Corresponde a la Sala decidir si se confirma la sentencia de primer grado que negó las pretensiones de los demandantes, porque no halló en este caso culpa en los médicos que atendieron a la paciente, ni relación causal entre su conducta y el daño; o se revoca, como piden ellos, por cuanto se acreditaron todos los elementos que estructuran la responsabilidad médica.
4. Ha sostenido esta Corporación
, y lo ha reiterado
-
, que la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente. 
De otro lado, como regla general, al médico se le atribuye un compromiso frente a la comunidad y a sus pacientes, en tanto se le confían derechos personalísimos como la salud y la vida, por lo que su quehacer debe cumplirlo con esmero y cuidado, ya que “La medicina es una profesión que tiene como fin cuidar la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, no de orden económico-social, racial, político y religioso. El respeto por la vida y los fueros de la persona humana constituyen su esencia espiritual. Por consiguiente, el ejercicio de la medicina tiene implicaciones humanísticas que le son inherentes”. (art. 1°, Ley 23 de 1981). En virtud de ello, un débito esencial del galeno es poner al servicio del paciente todos sus conocimientos con el fin de preservar esos elementales derechos. 

Como lo que se adquiere es un compromiso de actuar dentro de los postulados legales y de la ciencia propia, de antaño se admite que la actividad médica involucra obligaciones de medio y no de resultado, a pesar de que, excepcionalmente, el galeno se pueda comprometer con este. Más claro es esto desde la vigencia de la Ley 1438 de 2011 que expresamente así lo consagra, en su artículo 104. Por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo, deba probar su culpa. 

Así lo tiene señalado de tiempo atrás el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria (sentencia de 17 de noviembre de 2011, Referencia: 11001-3103-018-1999-00533-01, M.P. William Namén Vargas), y lo ha reiterado recientemente (sentencia SC003-2018, del 12 de enero de 2018, radicado 11001-31-03-032-2012-00445-01, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona), y contrario a lo que aducen los demandantes, ha reiterado que: 

La atención sistémica e integral de la salud, sin embargo, no es ajena a los errores, sean excusables e inexcusables. En el ámbito de estos últimos, con repercusiones jurídicas, aparecen los groseros, los culposos, los faltos de diligencia y cuidado, ergo, al ser injustificados, son susceptibles de ser reparados integralmente “in natura” o por equivalente, no así los primeros. 

Por esto, causada una lesión o menoscabo en la salud, con ese propósito, el afectado debe demostrar como elementos axiológicos integradores de la responsabilidad médica la conducta antijurídica, el daño y la relación de causalidad entre éste y aquélla, así como la culpabilidad, según la naturaleza de la responsabilidad (subjetiva u objetiva) o de la modalidad de las obligaciones de que se trata (de medio o de resultado). En el campo dicho, porque el artículo 26 de la Ley 1164 de 2007, alusiva al talento humano en salud, con la modificación introducida por el canon 104 de la Ley 1438 de 2011, establece que la relación médico-paciente “genera una obligación de medio” sobre la base de una competencia profesional, en clara distinción con las de resultado, estas últimas, en virtud de “estipulaciones especiales de las partes” (artículo 1604, in fine, del Código Civil).
5. Esto responde a varias de las críticas que formulan los recurrentes, que insisten en que la obligación del médico es de resultado y, por tanto, en estos asuntos la culpa se presume, lo que, como queda visto, difiere de la intelección que a esos asuntos se le ha dado en la jurisdicción ordinaria, sea que se trate de responsabilidad contractual o extracontractual. 

Y es que, como sostuvo esta Sala en pretérita ocasión, concretamente en la sentencia del 30 de junio de 2016, en el proceso con radicación 2012-00254-01, si quisiera acudirse a la jurisprudencia del Consejo de Estado, como criterio auxiliar, que acuñó la teoría que le sirve de soporte a la alzada, a falta de un precedente en la jurisdicción ordinaria, se advierte de allí que tal Corporación:

…participó de una tesis, según la cual, cuando el embarazo se había desarrollado dentro de los cauces normales, esto es, sin complicación alguna, la obligación del médico al momento el parto era de resultado, es decir, obtener el fruto de ese estado en condiciones también normales; era, pues, una calificación objetiva de la responsabilidad. Pero, con el paso del tiempo fue necesario reconocer que era equivocado mantener tal criterio y, en consecuencia, se ensayó una segunda teoría, que es la que se mantiene hoy día…, en virtud de la cual, lo que hay detrás de un embarazo normal es un indicio de que el alumbramiento debe ser igual, es decir, que no debería presentarse ninguna complicación al momento del parto. Dicho de otro modo, a un embarazo normal debe corresponder un parto similar; de lo contrario, surge un indicio de una falla en el servicio médico. 

En todo caso, dijo la alta Corporación, no se releva la carga de la prueba de los elementos de la responsabilidad, si bien:

…bajo el cobijo de la tesis que actualmente orienta la posición de la Sala en torno a la deducción de la responsabilidad de las entidades estatales frente a los daños sufridos en el acto obstétrico, a la víctima del daño que pretende reparación le corresponde la demostración de la falla que acusa en la atención y de que tal falla fue la causa del daño por el cual reclama indemnización, es decir, debe probar: (i) el daño, (ii) la falla en el acto obstétrico y (iii) el nexo causal. La demostración de esos elementos puede lograrse mediante cualquier medio probatorio, siendo el indicio la prueba por excelencia en estos casos ante la falta de una prueba directa de la responsabilidad, dadas las especiales condiciones en que se encuentra el paciente frente a quienes realizan los actos médicos, y se reitera, la presencia de un daño en el momento del parto cuando el embarazo se ha desarrollado en condiciones normales, se constituye en un indicio de la presencia de una falla en el acto obstétrico, así como de la relación causal entre el acto y el daño.

No se trata entonces de invertir automáticamente la carga de la prueba para dejarla a la entidad hospitalaria de la cual se demanda la responsabilidad, en otras palabras no le basta al actor presentar su demanda afirmando la falla y su relación causal con el daño para que automáticamente se ubique la carga de la prueba de una actuación rodeada de diligencia y cuidado en el ente Hospitalario demandado. No, a la entidad le corresponderá contraprobar en contra de lo demostrado a través de la prueba indiciaria por el actor, esto es, la existencia de una falla en el acto obstétrico y la relación causal con el daño que se produjo en el mismo, demostración que se insiste puede lograrse a través de cualquier medio probatorio incluidos los indicios, edificados sobre la demostración, a cargo del actor, de que el embarazo tuvo un desarrollo normal y no auguraba complicación alguna para el alumbramiento, prueba que lleva lógicamente a concluir que si en el momento del parto se presentó un daño, ello se debió a una falla en la atención médica (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, marzo 6 de 2008, radicación 660012331000199603480-01 (16.191), M.P. Ruth Stella Correa Palacio).

En esa misma providencia quedó consignado, a pie de página, que sobre la teoría expuesta por el Consejo de Estado existe una muy interesante recopilación en la sentencia T-064 de 2015, a cuya lectura se remite, en gracia de la brevedad, en la que se ratifica el indicio aludido. 

Posición reiterada en providencias del 07-12-16, radicado 2012-00322-01 y 25-07-17, radicado 2012-00247-01, con ponencia del Magistrado Grisales Herrera. 
Así que, se insiste, si se acogiera esa postura, que no corresponde a la jurisdicción ordinaria, se trataría, hoy por hoy, de un indicio y no, precisamente, de la conversión de una obligación tradicionalmente de medio, a una de resultado. Y como mero indicio que es, requeriría la concurrencia de otros para su valoración (art. 242 CGP) y, adicionalmente, sería susceptible de prueba en contrario. Por lo demás, está claro que dicha posición parte del supuesto de que se trata de un embarazo absolutamente normal, y como bien se señala en la sustentación del recurso, el dictamen pericial da cuenta de que, para el 16 de mayo de 2008, por razón de la edad y los antecedentes obstétricos, la paciente era de alto riesgo, con lo que, de ser así, se vendría a menos. 

De todas formas, vale la pena resaltar, como se hará también en la revisión del otro argumento de la alzada, que este razonamiento de la parte demandante se advierte novedoso, en la medida en que en el relato fáctico inicial nada se mencionó sobre esa culpa presunta que ahora se invoca, lo que, de acogerse tornaría el fallo incongruente y pondría en entredicho el derecho de defensa de la parte contraria que enfiló sus excepciones sobre los supuestos fácticos que le fueron propuestos.  
6. A la luz de lo dicho, entonces, debe analizarse si se satisfacen los elementos de la responsabilidad. De ellos, concluyó el Juzgado, que el hecho dañoso existió, sin embargo, los facultativos actuaron diligentemente y, por consiguiente, el nexo causal entre el daño y su conducta es inexistente. 

Recuérdese aquí, brevemente, que atribuir culpa indica una valoración subjetiva de una acción o una omisión; en tanto que aludir a la causalidad, es cuestión objetiva, esto es, una relación entre una causa y un efecto y, concretamente, para lo que a la responsabilidad civil se refiere, una relación entre la culpa y el daño. 

Ahora bien, para que se pueda achacar culpa, es menester que se incurra en negligencia, impericia, imprudencia, o en el desconocimiento de reglamentos. Una conducta es imprudente cuando se omite actuar con la diligencia que un determinado acto requiere, es decir, no se toman las previsiones necesarias para evitar una resultado dañoso; habrá impericia, cuando se ejecuta una tarea para la que carece de conocimientos o habilidades, o de la preparación o experiencia suficientes; y será negligente, si se obra descuidadamente y se deja de realizar un procedimiento respecto del cual se cuenta con preparación suficiente. 

Y en la tarea de descubrir si en el caso de autos los médicos que atendieron a la paciente incurrieron en una de estas generantes de culpa, lo primero que salta a la vista, como acertadamente lo destacó el Juzgado, es que en la demanda misma no se alude específicamente a un comportamiento imprudente, imperito o negligente. Lo que allí aflora es una especie de incógnita de los accionantes: “¿…por qué motivo el personal médico asistencial de la Clínica Los Rosales S.A. dejaron (sic) infectar la herida quirúrgica (cesárea) que se le efectuó a MARÍA ISLENY SOTO LÓPEZ para el nacimiento de su hija, infección que trajo como consecuencia la pérdida del útero y sus anexos…?”.  Y luego atribuyen la situación a la fístula que acusó con posterioridad a la histerectomía realizada y la salpingo-oforectomía unilateral, que implicó dejarle una sonda uretral.

Pero, en estricto sentido, no se saca a relucir en qué consistió el error de los médicos que trataron a la paciente en sus diferentes fases. Y eso era apenas normal, porque la prueba recolectada, comenzando por la pericial, y descendiendo a la testimonial, es clara en señalar que ambas situaciones, la infección y la fístula, son riesgos inherentes a las intervenciones que hubo qué hacerle a la paciente, primero la cesárea, y luego, la histerectomía y la salpingo-oforectomía. 

En efecto, el perito en su informe inicial (f. 39 a 47, c. 7), luego de describir las circunstancias del caso y de explicar en qué consiste cada uno de tales procedimientos, expresamente dijo que entre los riesgos de una cesárea para la madre está el de infección; y refirió la puerperal, que se define como una infección bacteriana del tracto genital de la mujer en el puerperio reciente; y la quirúrgica, como el caso del absceso de la pared producido después de la cesárea, que se define como cualquier proceso infeccioso inflamatorio de la herida o de la cavidad operada para drenar el pus, con o sin cultivo positivo. Dicha infección, dijo, puede limitarse a la incisión quirúrgica o involucrar las estructuras adyacentes a la herida, es decir, los otros tejidos que han sido expuestos o manipulados durante la cirugía.

A otras preguntas, explicó que la fístula vesicovaginal posterior a la histerectomía con salpingo-oforectomía unilateral, es un riesgo también inherente al procedimiento efectuado, en razón al proceso séptico abdominal severo que presentaba la paciente.

También respondió afirmativamente que los manejos brindados a la paciente, tales como la administración de antibióticos pos operatorios y médico, son los que recomienda la ciencia médica para el caso de los riesgos por infección posterior a la cesárea; y agregó que la paciente inicialmente fue devuelta a casa temprano, pero a su reingreso, el síndrome infeccioso fue reconocido y tratado adecuadamente; además, que la utilización de antibióticos era la indicada.

Hizo sí, un comentario, en el sentido de que por la edad de la paciente y sus antecedentes, en razón de haber presentado dos abortos y un embarazo ectópico previo, era de alto riesgo, que podría haber ameritado una conducta más temprana en relación a la cesárea, disminuyendo de esa manera posibles riesgos y complicaciones, lo que aduce, por cuanto en la historia clínica no se evidencia otro factor causal que se relacione con el cuadro de la endometritis que presentó posteriormente, como no fuera la sospecha inicial de ruptura temprana de membranas relatada por ella en la consulta inicial del 15 de mayo de 2008, que no se confirmó. 

Se le pidió aclaración de algunos puntos y concretó que la reconsulta del 16 de mayo de 2008, fue “por dolor tipo contracción uterina, que ha aumentado de intensidad, paciente en el momento al examen físico con mucosas secas, sin déficit neurológico cabeza cuello cardiopulmonar normal abdomen con actividad uterina 3/10/30 seg/+++, fcf 156 lpm, con tv dilatación de 8 cms, bto del 100% membranas íntegras y abombadas. Se realizó amniotomía se encuentra salida de líquido amniótico claro, no fétido y eutémico con posterior dilatación y borramiento completo, Con fcf 136 lpm, sin desaceleraciones. Plan hospitalizar. Ante esta situación que se considera este como un cuadro de trabajo de parto en expulsivo, sin evidencia de alteración del estado de bienestar fetal, ni aparente alteración en la acomodación fetal o limitación pélvica materna (no se describe en este ingreso), no se encuentra en este momento indicación para realización de intervención cesárea, esta se genera con posterioridad ante la presencia de la alteración del periodo expulsivo…” (f. 67 a 70, c. 7).
Y dijo que, según la misma historia, “ante la presencia de un embarazo a término con trabajo de parto en periodo expulsivo procedía la hospitalización para el adecuado cuidado y atención del periodo expulsivo y parto vaginal.”. Agregó que la infección es un riesgo inherente a la cesárea, así se practique cumpliendo los protocolos de asepsia y antisepsia profilaxis antibiótica y limpieza adecuada de la cavidad; y que como la cesárea se practicó de urgencia, ello aumenta ese riesgo, lo mismo que el expulsivo prolongado que provocó la cesárea; que según está descrito, se cumplieron en este caso todas las medidas pertinentes de asepsia y antisepsia, y protocolos de aplicación de antibiótico profiláctico; además, que al momento en que la paciente se encontraba en un periodo expulsivo por cerca de tres horas, sin descenso de la presentación que se encontraba en estación de 0, lo cual contraindicaba la aplicación de espátulas para desprendimiento, la cesárea estaba indicada; y que los antecedentes de aborto y embarazo ectópico de la paciente, no constituyen un criterio para la cesárea.

El médico cirujano Andrés Ocampo Duque (f. 2, c. 8), quien recibió a la paciente en el pos quirúrgico de su cesárea, señaló que su diagnóstico inicial fue de una endometritis, que es una infección de la cavidad uterina en su parte interna; en su acto médico se inició reanimación, porque se trataba de una señora con un compromiso multisistémico, se hace reposición hídrica, se solicitan exámenes y se comenta de inmediato con el ginecólogo de turno, quien asiste a valorarla, el resto quedó en manos del especialista. Sobre las causas de la complicación indicó que cuando el parto termina con cesárea, las probabilidades de infección en el puerperio aumentan notablemente, más cuando las pacientes son llevadas a cirugía después de tener un trabajo de parto. Agregó que frente al cuadro que presentaba la paciente para cuando la atendió, daba lugar a una histerectomía por el compromiso sistémico que presentaba. Sobre la fístula vesico vaginal, aunque advirtió que lo respondería mejor el ginecólogo, mencionó que es una de las complicaciones que puede generar una histerectomía, y fue posible en la paciente por su avanzado proceso infeccioso y como consecuencia de haber requerido un abordaje por laparotomía en dos ocasiones en menos de una semana. Explicó que la endrometritis se diagnostica post-parto, y ocurre habitualmente después del quinto día; que una paciente sometida a cesárea debe considerarse en riesgo para desarrollar una infección pélvica post-operatoria; que el prolongado trabajo de parto es factor de riesgo asociado con endometritis; que aun tomando medidas el choque séptico por endometritis puede presentarse; que el expulsivo prolongado aumenta el riesgo de estado fetal insatisfactorio y llevar a la muerte del feto. Enseguida se refirió a que los medicamentos ordenados y el procedimiento de asepsia y antisepsia, fueron adecuados para la situación de la paciente. 

José William León Avellaneda (f. 16, c. 9), gineco-obstetra, atendió a María Isleny el 20 de mayo de 2008, a la una de la tarde, en quinto día de postquirúrgico de una cesárea por expulsivo prolongado, quien consultó porque desde el día anterior presentaba fiebre y distensión abdominal; luego de valorarla le diagnosticó sepsis de origen ginecológico, endometritis post parto interrogado y miometritis; el plan fue de reanimación con líquidos endovenosos, se solicitó cuadro hemático, pruebas de coagulación, creatinina, electrolitos, colocar sonda vesical, control horario de líquidos administrados y líquidos eliminados, se reservó concentrado de sangre y cama en la UCI; fue comentada con el intensivista Carlos Mario Sánchez, se decide llevar a cirugía con diagnóstico de sepsis de origen abdominal, síndrome de respuesta inflamatoria, se inicia vancomicina y meropenem, que son antibióticos de amplio espectro, utilizados en pacientes gravemente infectados. En la cirugía halló pus en la cavidad abdominal y pélvica, el útero aumentado de tamaño, mal perfundido, membranas fibrinopurulentas en la superficie uterina y en los anexos (trompas y ovarios), adherencia en epiplón, secreción purulenta fétida en herida quirúrgica, por lo cual se realiza histerectomía y salpingo-oferectomía derecha (o sea, útero, trompa y ovario derechos). El procedimiento se llevó a cabo sin complicaciones; en el post-operatorio es llevada a la UCI; luego es llevada a cirugía tres veces más para realizarle lavados abdominales; en la última ocasión se encuentra una cavidad abdominal limpia y se decide cerrar.  Expuso que en el post-parto vaginal o por cesárea se pueden presentar infecciones sin factores de riesgo aparentes; existen unos factores de riesgo determinados como las infecciones en la vagina y en el cuello del útero, las infecciones urinarias, durante el trabajo de parto la ruptura prematura de membranas, el trabajo de parto prolongado, la misma cesárea, y algunas condiciones propias de la paciente como la obesidad o la diabetes aumentan tales riesgos. En este caso, la paciente presentaba dos factores de riesgo, el expulsivo prolongado y la cesárea; además, su problema fue la infección del músculo uterino o miometritis, cuyo manejo es la histerectomía, que de no haberse efectuado y en caso de que la UCI no hubiera estado disponible, la paciente hubiera muerto por la infección severa. Se refirió a la fístula vesico vaginal, como una complicación que puede seguir a la histerectomía. Señaló que las heridas de una cesárea son limpias contaminadas porque hay contacto con bacterias, y a pesar del uso de antibióticos, puede presentarse la infección; que el expulsivo prolongado condujo a la cesárea, lo que estuvo acorde con los protocolos establecidos para su realización, lo que permitió obtener un recién nacido en buena condición, pues esa situación pudo haber causado en la criatura parálisis cerebral, e incluso la muerte. 

Julio Ernesto Plazas Jaramillo( f. 9, c. 10), especialista en urología, dijo que fue cirujano ayudante en el cierre de la fístula vesicovaginal que presentó María Isleny; mencionó que se trataba de una paciente con embarazo a término, expulsivo prolongado y cavidad pélvica estrecha, lo que condujo a una cesárea segmentaria con la finalidad de preservar la salud del niño y evitar una serie de complicaciones en el ducto vaginal de la madre; dijo que las causas de la endometritis post parto son múltiples y variadas; que esta consiste en la infección de la cavidad uterina en el post parto, sea por vía vaginal o por cesárea; que la miometritis es similar, pero la infección se da en la parte muscular. Contestó que una paciente que presenta estas afecciones debe ser sometida a una histerectomía, porque de lo contrario llevan a una falla multisistémica que causa la muerte. Terminó diciendo que con la paciente se cumplieron los protocolos establecidos para los procedimientos quirúrgicos y la profilaxis antiobiótica; luego de la extracción manual de la placenta completa, se continuó con limpieza de cavidad con compresa estéril, quedó la cavidad limpia y posteriormente se procedió a cerrar el útero. 

Ahora bien, la historia clínica (f. 66 a 232, c. 1), describe paso a paso lo que ocurrió con la paciente desde su consulta el día 15 de mayo de 2008; en ella se compendia lo que explicaron los médicos que atendieron a la paciente y, cronológicamente, se advierte que la atención que se le brindó fue oportuna.  Concretamente, a las 22:46:20 de ese día se dejó constancia de que, sin alarma obstétrica, se le indicó reingresar a las 7:00 a.m. del día siguiente para toma de eco obstétrica o antes, si existía presencia de un sobresalto.

El 16 de mayo fue atendida en urgencias a las 5:15:52, y a partir de ese momento, su atención fue permanente. A las 5:39:48 consta que por sus membranas abombadas se le realizó una amniotomía, que arrojó líquido amniótico claro, no fétido y eutérmico; se ordenó su hospitalización; a las 6:21:35 fue canalizada, se tomó muestra para serología; a las 7:11:17, se menciona que fue valorada por médico de turno quien indicó pujo dirigido; a las 7:57:10 se hace constar que sigue en trabajo de parto, se siente cansada, no colabora con el pujo, a pesar de enseñarle las técnicas, no mira al médico, ni atiende sus explicaciones, pero su examen arrojaba una paciente en buen estado general; se recomendó continuar con la conducción del trabajo de parto y con el pujo dirigido; ya a las 9:53:23, se indicó que era una paciente con expulsivo prolongado de dos horas, de mal pujo a pesar de las indicaciones y acompañamiento, y se comenta con el ginecólogo de turno para definir manejo; a las 10:08:08 se decide realizar cesárea por expulsivo prolongado y desproporción feto pélvica; y a las 11:01:57 se realiza parto por cesárea sin complicaciones; a las 11:15:55 se dejan las notas de enfermería sobre ese procedimiento; a las 11:50:05 es recibida en recuperación. 

Para el 17 de mayo, fue trasladada a hospitalización a las 3:23:15, hay control a las 4:26:32 y a las 5:25:06. Ese mismo día, a las 15:26:23 se deja nota de que se le realizó curación, se le observó limpia y seca y se cubrió con micropore; luego, a las 15:56:12 se observa la herida limpia y el útero bien contraído infraumbilical, líquidos hemáticos no fétidos y el plan es darle salida. A las 17:09.58 la revisión fue normal, la herida media abdominal cubierta con micropore limpia y seca, y ha eliminado de forma espontánea ámbar claro, sangrado vaginal moderado; le dan de alta y egresa ese día, según nota de las 21:33:55 en iguales condiciones. 

Reingresó el 20 de mayo de 2008 a las 11:55:20, porque desde el día anterior presentaba sangrado vaginal asociado. A partir de ese momento, se le atiende con carácter prioritario, a las 12:04:40 se envía a ginecología; a las 12:32:47 la tiende el médico general Andrés Ocampo Duque; a las 13:26:09, se dejó constancia de la evolución realizada por el mismo médico, y se anota que fue valorada por el Dr. León, que indica la valoración por médico intensivista; cada uno de ellos ordenó la atención, los medicamentos y los exámenes que para el momento hallaron pertinentes. Ese día, a las 13:02, la evolución fue plasmada por el ginecólogo y obstetra José William León Avellaneda, quien diagnosticó sepsis de origen ginecológico y se interroga si existe endometritis o miometritis; dispone reanimación, práctica de otros exámenes y que se reserve cama en cuidados intensivos. A las 14:01:08, en valoración conjunta entre este especialista y el Dr. Carlos Mario Sánchez de la UCI, decidieron llevarla a cirugía para practicarle laparotomía, por diagnóstico de sepsis de origen abdominal, post-cesárea; le suministran vancomicina y meropenem y se deja constancia de que es una urgencia vital; a las 14:30:09 es trasladada a quirófano; a las 16:44:02 se deja constancia de que al realizar la laparotomía se encontró útero aumentado de tamaño, hipotónico y gran cantidad de líquido y material purulento en cavidad abdominal y pélvica, también edema en útero y anexos con hematoma en segmento anterior del útero. Se drena y se extrae el útero y anexo derecho. A las 16:45:16 se describe que se realiza lavado peritoneal terapéutico, salpingo-oforectomía unilateral por laparotomía y una histerectomía total abdominal. El mismo 20 de mayo a las 18:12:58 se consigna que ingresó a la UCI, y se explica el procedimiento adoptado. 

Sigue su evolución hasta el día 8 de junio de 2008, cuando se consigna la presencia de una fístula vesical; el 7 de noviembre de 2008 se procede al cierre de esa fístula y se le sigue haciendo control permanente. 

Con esta síntesis de lo que aconteció, sumada a la pericia recibida (f. 39 a 47, c. 7), con su aclaración (f. 67 a 70, c. 7), y a los testimonios técnicos escuchados, resurge el interrogante que plantearon los demandantes de por qué el personal médico permitió que se produjeran la infección y la fístula. Pero, a vuelta de revisar la situación, es claro que no atinaron en su escrito inicial a describir cuál es la conducta o la omisión que se les atribuye para señalar que fue por su culpa que tales afecciones se presentaron. En qué consistió la impericia, la negligencia o la imprudencia en este caso, se ha quedado sin demostración. Por el contrario, la prueba allegada, en conjunto, enseña que a la paciente, desde el momento en que arribó por primera vez a la Clínica Los Rosales, fue atendida con diligencia, se le suministraron los medicamentos pertinentes, se le practicaron los exámenes requeridos, el diagnóstico desde el comienzo fue claro, porque a pesar de que su condición hasta el 15 de mayo era normal, el 16 de ese mes se advirtió la dificultad para la expulsión natural de la criatura, lo que motivó que se programara, pasadas unas pocas horas, la cesárea, que terminó sin complicaciones. 

Ese procedimiento, al decir del perito, era el indicado, dada la evolución que presentó la paciente durante el trabajo de parto; lo mismo indicaron los testigos. 

Y luego, cuando reingresó el 20 de mayo, desde un primer instante se advirtió que acusaba una infección posparto, probablemente una endometritis, o una  miometritis, secuela que, como bien lo señaló el experto, es una de las complicaciones que puede sobrevenir a una cesárea, tanto más si ella estuvo precedida de un expulsivo prolongado, como fue el caso de María Isleny. Y que esa situación solo se podía corregir mediante la histerectomía y el salpingo-oforectomía, según quedó consignado, porque estaba en juego la vida la paciente. Ahora bien, entre su hora de ingreso y la de la cirugía, transcurrieron menos de tres horas, lo que demuestra el empeño que los médicos pusieron por ponerla a salvo, como en efecto ocurrió. 

Y luego, la aludida fístula, también dijeron perito y médicos que es otra de las posibles consecuencias de las intervenciones a las que tuvo que ser sometida, misma que, al ser detectada, se corrigió igualmente en medio de un permanente control por parte de médicos y enfermeros.

El perito concluye, entonces, que la atención dispensada a la paciente fue adecuada. Tan solo dejó una observación acerca de que pudo haberse programado la cesárea con más anticipación, pero al aclarar su dictamen, también señaló que hasta el momento en que la gestante inició trabajo de parto, todo se anunciaba normal y, por tanto, se sugería un parto vaginal y no por cesárea. La cuestión es que, al comenzar esa fase de expulsión, la situación se tornó compleja y ello dio lugar a la intervención por cesárea que se dio en breve tiempo, lo cual trajo consigo la infección que, por ser un riesgo inherente a la misma (f. 41 y 68, c. 7), descarta, por sí sola la culpa que se les atribuye a las demandadas, si, de otro lado, al darle de alta a la paciente todo se advertía dentro de lo corriente. 
Es decir, que aunque es correcto sostener que la infección fue producto de la cesárea, no lo es, sin embargo, sostener que ella fue causada, se repite, por la negligencia, la impericia o la imprudencia de los médicos, y mucho menos porque se hubieran desentendido del cumplimiento de los protocolos propios de la atención que requería la paciente. Sobre ello, el mismo perito afirmó que actuaron dentro de los parámetros que la compleja situación que vivió la demandante se requería. 

En consecuencia, como no se logró probar que el hecho obedeció a la culpa de los galenos, elemento de la endilgada responsabilidad, las pretensiones estaban llamadas al fracaso, porque solo en esa medida se hubiera podido extender la deficiencia a las entidades convocadas. Por tanto, se confirmará el fallo protestado. 

Las costas de esta instancia serán a cargo de los recurrentes y a favor de los demandados. Las mismas se liquidarán siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP, de manera concentrada, ante el juez de primer grado, previa fijación de agencia en derecho, lo que se hará en auto separado. 

DECISIÓN 

 

 

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 10 de mayo de 2017, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, en este proceso ordinario de responsabilidad médica que María Isleny Soto López y otros propusieron frente a Coomeva E.P.S S.A. y la Clínica Los Rosales S.A. 

Costas de segundo grado a cargo de los recurrentes y a favor de los demandados. 

Se liquidarán en primera instancia, siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP. 

 

Notifíquese 

 

Los Magistrados, 

 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  



DUBERNEY GRISALES HERRERA

        

El Magistrado 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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